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NOTAS DE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL
EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS

OMAR BOUAZZA ARIÑO*
Departamento de Derecho Administrativo

Universidad Complutense de Madrid

I. El Convenio Europeo de Derechos Humanos: instrumento protector del orden público eu-
ropeo en el ámbito de los derechos fundamentales.—II. Derecho a un proceso dentro de un
plazo razonable: nulidad de pleno derecho de un acto administrativo. Remedios contra la
inactividad de la Administración.—III. Respeto de los bienes. Expropiación forzosa: las ex-
propiaciones urgentes también deben someterse al principio de legalidad.

I. EL CONVENIO EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS: INSTRUMENTO PROTECTOR

DEL ORDEN PÚBLICO EUROPEO EN EL ÁMBITO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Quiero abrir esta nueva sección con una sentencia muy relevante. Una
sentencia que muestra la trascendencia y el papel clave que desempeña a
nivel europeo el sistema de Estrasburgo, el Convenio Europeo de Derechos
Humanos (en adelante, también me referiré a él con la denominación «el
Convenio») y el Tribunal garante de su respeto: el Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos (citado en adelante como «el Tribunal», «el Tribunal de
Estrasburgo» o, simplemente, «el TEDH»). El debate en torno a la adhe-
sión de la Unión Europea al Convenio (art. I-9 del Tratado por el que se es-
tablece una Constitución para Europa) estará en el núcleo de la decisión.
Me refiero a la sentencia dictada en el caso Bosphorus Hava Yollari Turizm
ve Ticaret Anonim Şirketi c. Irlanda, de 30 de junio de 20051. La entidad de
la cuestión a analizar hará que la Gran Sala haya conocido de este caso2.

* obouazza@der.ucm.es.
1 He manejado las versiones inglesa y francesa de las sentencias y decisiones. Pueden

consultarse en el sitio web del Tribunal Europeo de Derechos Humanos: http://www.echr.
coe.int. Ofrezco una traducción propia de los párrafos transcritos.

2 Para el examen de los asuntos, el TEDH actúa en Comités de tres jueces, Salas de sie-
te jueces o en una Gran Sala de diecisiete jueces. La función de los Comités es la declara-
ción de inadmisibilidad o archivo de una demanda, cuando se pueda adoptar tal resolu-
ción sin tener que realizar un examen complementario. Las Salas resolverán sobre el
fondo y sobre la admisibilidad, en los casos no reservados a los Comités. Finalmente, si un
asunto pendiente ante una Sala plantea una cuestión de gran envergadura desde el punto
de vista de la interpretación del Convenio o de sus Protocolos, o si la solución dada a una
cuestión pudiera ser contradictoria con una sentencia anterior del Tribunal, la Sala podrá
inhibirse a favor de la Gran Sala. Ésta también conocerá, excepcionalmente, de la revisión
de las sentencias dictadas por las Salas cuando así lo solicite una de las partes (arts. 27 y
ss. del Covenio).



Hechos

Bosphorus Hava Yollari Turizm ve Ticaret Anonim Şirketi es una compa-
ñía aérea de bajo coste registrada en Turquía. En abril de 1992 celebró un
contrato de arrendamiento de dos aviones con Aerolíneas Yugoslavas, la
compañía nacional de la Antigua República Federal de Yugoslavia (en ade-
lante, «la ARY»). A partir de 1991, las Naciones Unidas adoptaron toda una
serie de sanciones contra la ARY, en base al conflicto armado y las viola-
ciones de derechos humanos que se cometían en ese Estado. Una de las
primeras y destacadas Resoluciones que se tomaron fue la núm. 757 de
1992, con la que se prohibía a los Estados parte celebrar contratos de man-
tenimiento e ingeniería de aviones registrados en la ARY o que operasen en
ella. Esta Resolución sería asumida por la Unión Europea, y por consi-
guiente por Irlanda, a través del Reglamento 990/93 (art. 8), que entró en
vigor el 28 de abril de 1993.

Mientras tanto, en enero de 1993 la compañía turca habría iniciado
conversaciones con la empresa irlandesa TEAM Aer Lingus para llevar a
cabo trabajos de mantenimiento de uno de sus aviones. TEAM, en base a
la información recopilada sobre la compañía turca, elaboró un informe in-
dicando que no quedaba afectada por el régimen de sanciones. No obstan-
te ello, solicitó la opinión del Departamento de Transportes, que a su vez
remitió al de Asuntos Exteriores. El Departamento irlandés de Asuntos Ex-
teriores decidiría referir la cuestión al Comité de Sanciones de las Nacio-
nes Unidas. Ante ello, el Ministerio turco de Asuntos Exteriores comunicó
al Ministerio de Transportes que consideraba que el avión arrendado no
estaba afectado por el régimen de sanciones y solicitó autorizaciones de
vuelo a la espera de la decisión del Comité de Sanciones, a pesar de la opo-
sición de este último. Poco después, un avión llegaría a Dublín en virtud de
un contrato celebrado entre la compañía turca y TEAM. Este contrato se
realizó entrado en vigor el Reglamento comunitario. 

Realizado el trabajo de mantenimiento, mientras el avión esperaba su
turno para despegar, fue interceptado en virtud de un aviso del Departa-
mento de Transportes según el cual la salida del avión violaría el régimen
de sanciones establecido por las Naciones Unidas. 

Vía interna

La parte demandante, la compañía turca, solicitó la revisión judicial de
la decisión del Ministro de Transportes de retener el avión.

En primera instancia, el Tribunal Superior (High Court) considerará
que la demandante no quedaba afectada por la Resolución de las Naciones
Unidas y posterior normativa comunitaria, pues Aerolíneas Yugoslavas no
tenía un interés directo o indirecto en la gestión, control o dirección de la
actividad económica de la demandante. Por ello, la decisión del Ministro
de Transportes no se habría ajustado a Derecho. 
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El Gobierno recurrió ante el Tribunal Supremo. En esta sede, a instancia
del Ministerio de Transportes, se planteará una cuestión prejudicial al Tribunal
de Justicia de la Unión Europea sobre la interpretación del artículo 8 del Re-
glamento. Concretamente, se requirió que se pronunciase sobre si en virtud de
este precepto se podía retener un avión de propiedad de Aeorlíneas Yugoslavas
pero arrendado a una compañía turca. El Abogado General entenderá la medi-
da, en base al régimen de sanciones que recaía sobre la ARY, ajustada a Dere-
cho, argumentándolo a través de diferentes vías, que constituyen una buena
muestra del fenómeno de la interferencia entre ordenamientos jurídicos3:

— En primer lugar, diciendo que el respeto de los derechos fundamen-
tales forma parte de los principios generales del Derecho comunita-
rio y constituye una condición de legalidad de las normas y actos
comunitarios. En esta línea encuentra una vía de conexión entre el
Derecho comunitario y el Derecho europeo de Estrasburgo, indi-
cando que el sistema del Convenio forma parte de los sistemas na-
cionales de los Estados miembros de la UE. Ello tiene varias conse-
cuencias. Por ejemplo, los jueces nacionales, al resolver en base al
Derecho comunitario, pueden invocar el Convenio, con lo que la
aplicación del Derecho comunitario por el juez nacional no le exime
de sus obligaciones convencionales. El Abogado General recuerda
así la eficacia y operatividad del sistema de Estrasburgo a la hora
de resolver casos que tienen que ver con el Derecho comunitario.
Esta base dogmática le servirá para emitir su opinión sobre el caso. 

— El demandante alegaría una violación de su derecho al respeto de
los bienes, conforme al Convenio; y una violación de su derecho
fundamental a desarrollar una actividad comercial, de acuerdo con
el Derecho comunitario. El Abogado General, si bien reconoce que
se ha producido una destacada interferencia en el interés del de-
mandante en el contrato de arrendamiento, recordará que los dere-
chos fundamentales no son absolutos y completan su definición con
una serie de límites. En este caso concreto, el interés público a dete-
ner una guerra civil devastadora, y sus consiguientes violaciones
masivas de derechos humanos, justificaba tal injerencia, juicio de
ponderación que estimó ajustado a la jurisprudencia del Tribunal
de Luxemburgo y del Tribunal de Estrasburgo. 

— En segundo lugar, el Abogado General llega a la misma conclusión
a través de un análisis de los derechos fundamentales en juego
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3 Línea de enorme interés que el profesor Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO planteó magis-
tralmente en su Discurso de ingreso en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación,
leído el 25 de octubre de 2004 y publicado después con el título La interconexión de los or-
denamientos jurídicos y el sistema de fuentes del derecho, Civitas-Real Academia de Juris-
prudencia y Legislación, Madrid, 2004, 129 págs. Recientemente también habrá tenido
ocasión de presentarnos esta variante en la lectura de un trabajo, «Concurrencia de siste-
mas para la afirmación y garantía de los Derechos Humanos: el ordenamiento constitucio-
nal, inicialmente, el sistema del Convenio de Roma, luego, y, al final, también, las opciones
comunitarias», con motivo de su nombramiento como Doctor Honoris Causa por la Uni-
versidad de Bolonia, acto solemne celebrado en Bolonia, el 24 de octubre de 2005.



como producto de las tradiciones constitucionales europeas. Así en-
tramos en la comunicación entre ordenamientos jurídicos desde la
esfera de los sistemas nacionales en relación con los ordenamientos
supranacionales europeos para encontrar una nueva apoyatura a la
solución dada. Hará referencia al caso Hauer del Tribunal de Justi-
cia de la Unión Europea («TJCE», en adelante), argumentando que
tanto la Grundgesetz alemana como las Constituciones irlandesa e
italiana permiten el control de la propiedad privada en base al inte-
rés general.

El TJCE considerará que, en base a los objetivos del régimen de sancio-
nes, a saber: disuadir a la ARY de futuras violaciones de la integridad y segu-
ridad de Bosnia-Herzegovina; terminar con la situación de guerra en la re-
gión y las violaciones masivas de derechos fundamentales, así como del
Derecho Internacional Humanitario, en la República de Bosnia-Herzegovina,
el artículo 8 del Reglamento es aplicable a un avión de propiedad de una em-
presa de la ARY o que opera en ella. Todo ello sin perjuicio de que el propieta-
rio lo haya arrendado por un periodo de tiempo (en este caso cuatro años) a
una empresa extranjera que no opere en la ARY. Ésta será la respuesta a la
consulta del Tribunal Supremo, formalizada a través de una cuestión prejudi-
cial. El Tribunal Supremo entonces daría la razón a la Administración.

La vinculación del Derecho comunitario europeo con respecto
del Derecho europeo de Estrasburgo

Como este caso tiene que ver con el Derecho comunitario en materia
de derechos fundamentales, en la sentencia se realiza un recorrido por la
progresiva toma en consideración de los derechos fundamentales en las
instancias comunitarias europeas. Se recordará que si bien el Tratado Fun-
dacional no contiene previsiones expresas en materia de derechos huma-
nos, desde 1969 el TJCE ha reconocido que los derechos fundamentales se
integran en el marco de los principios que inspiran el Derecho comunita-
rio. En la protección de los derechos fundamentales, recoge la sentencia, el
TJCE tiene dos fuentes de inspiración:

— En primer lugar, las tradiciones constitucionales de los Estados
miembros.

— En segundo lugar, las guías ofrecidas por los Tratados Internaciona-
les en materia de derechos humanos ratificados por los Estados
miembros. En este ámbito juega un papel protagonista el sistema
de Estrasburgo. Se resaltará la incidencia que éste ha tenido desde
principios de los setenta en la jurisprudencia comunitaria, recor-
dando incluso el primer fallo en el que se tomaron en consideración
los preceptos del Convenio de una manera explícita, así como algu-
nas sentencias en las que se ha tenido en cuenta la jurisprudencia
del Tribunal de Estrasburgo para decidir sobre el fondo. Igualmen-
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te, la sentencia apuntará la progresiva penetración del Derecho de
Estrasburgo en el Derecho Primario, desde el Acta Única Europea
hasta el Tratado Constitucional, todavía no en vigor.

Argumentación del Tribunal en torno al tema de fondo:
el derecho al respeto de los bienes 

La compañía aérea turca acudió ante el Tribunal de Estrasburgo argu-
mentando que la forma en que Irlanda aplicó el régimen de sanciones para
retener el avión constituyó un ejercicio revisable de la discrecionalidad, en
el sentido del artículo 1 del Protocolo adicional núm. 1 del Convenio, que,
como se recordará, asegura el derecho a la protección de los bienes.

Estrasburgo argumentará que el Reglamento, una vez adoptado, tenía
aplicabilidad general y era vinculante en su totalidad, de acuerdo con el ar-
tículo 249 del Tratado de la Unión Europea, para todos los Estados miem-
bros. Por consiguiente, no se podía discutir su aplicabilidad directa a par-
tir de su entrada en vigor. En base a este Reglamento, constata el Tribunal,
se retendría después el avión. Por ello, considera el Tribunal, era previsible
que el Ministerio de Transportes, en aplicación del Derecho comunitario,
llevase a término lo establecido en el Reglamento. El TEDH concluirá que
la injerencia en el derecho al respeto de los bienes no fue el resultado de
un ejercicio de discrecionalidad, sino el resultado del cumplimiento por Ir-
landa de sus obligaciones como Estado miembro de la Unión Europea.

A continuación, el Tribunal analizará si la injerencia estaba justificada.
En este punto, Estrasburgo considera que el nivel de protección de los dere-
chos fundamentales ofrecido por el Derecho comunitario es equivalente al del
sistema convencional, habida cuenta de la «histórica adhesión» del sistema
comunitario al sistema de Estrasburgo en esta materia. En consecuencia, se
presumía que Irlanda no se apartaba de sus obligaciones con respecto del
Convenio al cumplir sus deberes como miembro de la Unión. No obstante,
en virtud del papel del Convenio como instrumento garante del orden pú-
blico europeo en materia de derechos humanos, esta presunción podía
destruirse si en un caso concreto se considerase que la protección de los
derechos recogidos en el Convenio había sido deficiente. Se despejan así las
dudas que puedan existir en torno a la relación existente entre ambos Tribu-
nales. Con esta sentencia se comprueba, por lo tanto, que los Estados pueden
ser responsables de conformidad con el Convenio incluso cuando actúan en
ejecución de sus obligaciones comunitarias4.

El Tribunal, teniendo en consideración la naturaleza de la interferen-
cia, el interés general perseguido por la retención y el sistema de sancio-
nes, y la decisión del Tribunal de Justicia, consideró que no se había pro-
ducido una disfunción entre los mecanismos de control y el cumplimiento
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4 Los primeros pasos significativos en esta materia se dieron en las Decisiones de Ad-
misibilidad Guerin Automobiles c. 15 Estados Miembros de la UE, de 4 de julio de 2000, y
T.I. c. el Reino Unido, de 7 de marzo de 2000.



del Convenio. Por ello, considera que no se ha violado el artículo 1 del Pro-
tocolo adicional núm. 15.

Opiniones concurrentes

A la sentencia se plantean dos opiniones concurrentes. Una conjunta,
firmada por los jueces Rozakis, Tulkens, Traja, Botoucharova, Zagrevelsky
y Garlicki; y otra firmada por el juez Ress. Si bien estos jueces están de
acuerdo con la solución mayoritaria, discreparán sobre el proceso de razo-
namiento seguido. Ambas opiniones girarán en torno a la concurrencia de
ambos Tribunales en la protección de los derechos humanos, aportando
muy valiosas argumentaciones en relación con la necesidad de adhesión de
la Unión al Convenio. Reproduzco aquí algunos de los asertos más desta-
cados de la primera de las opiniones:

«3. (...) Como señala la sentencia, “la efectividad de las
garantías sustantivas de los derechos fundamentales depen-
de de los mecanismos de control establecidos para garanti-
zar la observancia de tales derechos” (véase parágrafo 160).
Desde este punto de vista procesal, la sentencia minimiza o
ignora ciertos factores que implican diferencias reales, por
lo que es irrazonable concluir que existe una “protección
equivalente” en cada caso.

Por un lado, se ha planteado una cuestión prejudicial
ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, no por la
compañía demandante, sino por el Tribunal Supremo de Ir-
landa (art. 234 del Tratado de Roma). Aunque la interpreta-
ción del Derecho Comunitario dada por el Tribunal de Justi-
cia de la Unión Europea vincula al tribunal que planteó la
cuestión, este último dispone de una total discrecionalidad
para decidir cómo aplicar la decisión del TJCE in concreto a
la hora de resolver el caso.

Por otro lado, como la sentencia reconoce, el acceso indi-
vidual al tribunal es “limitado” (véase parágrafo 162). Como
el Tribunal reiteró en la sentencia Mamatkulov y Askarov c.
Turquía6, el derecho de acción individual “es una de las pie-
dras angulares en la maquinaria de la aplicación de los dere-
chos y libertades establecidos en el Convenio”. (...) A pesar
del valor de la cuestión prejudicial, no tiene la misma natu-
raleza y no desplaza la revisión externa realizada a posteriori
por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, llevada a
cabo en virtud de una demanda individual.
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5 No estará de más recordar que el derecho de propiedad queda excluido en la Consti-
tución española del catálogo de derechos fundamentales, lo que, sin embargo, no impide
que pueda llegar al TEDH.

6 Véase la nota que hice a esta sentencia en «Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos», iustel.com, Revista General de Derecho Administrativo, 9, julio 2005.



El derecho a una demanda individual es una de las obli-
gaciones básicas asumidas por los Estados al ratificar el
Convenio. Por consiguiente, es difícil aceptar que se pueda
reducir la eficacia de este derecho a las personas en su juris-
dicción en base a que han transferido ciertos poderes a la
Unión Europea. Para el Tribunal, dejar al sistema judicial
comunitario la tarea de asegurar una “protección equivalen-
te”, sin retener un medio para verificar caso por caso que la
protección es realmente “equivalente”, sería consentir táci-
tamente la sustitución, en el campo del Derecho comunita-
rio, del estándar convencional por un estándar comunitario
que podría estar inspirado en el estándar convencional pero
cuya equivalencia con este último no sería objeto de un exa-
men autorizado».

II. DERECHO A UN PROCESO DENTRO DE UN PLAZO RAZONABLE:
NULIDAD DE PLENO DERECHO DE UN ACTO ADMINISTRATIVO.
REMEDIOS CONTRA LA INACTIVIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN

La sentencia J.S. y A.S. c. Polonia, de 24 de mayo de 2005, nos ofrece un
buen ejemplo de extensión de las reglas de los procesos judiciales del ar-
tículo 6 CEDH —Derecho a un proceso equitativo—, equivalente al artícu-
lo 24 de la Constitución española —Derecho a la tutela judicial efectiva—,
al ámbito de la Administración. Las garantías propias de lo jurisdiccional
se trasladan a los procedimientos en el seno de la Administración.

Hechos

Este caso plantea alguno de los problemas actuales fruto del cambio
del sistema del Estado. En concreto, transporta a la radical reforma agra-
ria que se llevó a término con el Decreto de 6 de septiembre de 1944, en
virtud del cual el Estado adquiría, de inmediato y sin compensación, las
propiedades que excedieran de 100 hectáreas, o que tuviesen más de 50
hectáreas de tierra cultivable. En aplicación de esta norma, se confiscó la
propiedad al padre de uno de los demandantes al constatar, tras una ins-
pección, que el terreno disponía de 50 hectáreas cultivables. 

Los demandantes interpusieron en 1990 un recurso administrativo
ante el Ministerio de Agricultura solicitando la declaración de nulidad de
la expropiación ante la aparición de nuevos documentos que demostraban
que se había calculado erróneamente la superficie de la propiedad: de con-
formidad con los nuevos documentos, la tierra cultivable era inferior a las
50 hectáreas, con lo que quedaría fuera del ámbito de aplicación del De-
creto de Reforma Agraria. 

En virtud del Código de Procedimiento Administrativo, los actos admi-
nistrativos que se dicten sin una base legal o constituyan una violación fla-
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grante de la ley pueden ser declarados nulos de pleno derecho en cualquier
momento (estos actos pueden producir efectos, si bien su invalidez no
sana con el paso del tiempo), es decir, no hay plazo de interposición del re-
curso (parágrafo 24 de la sentencia). Cinco años después, los demandantes
acuden al Tribunal Supremo Administrativo ante la ausencia de respuesta
de la Administración, interponiendo un recurso contra la inactividad de la
misma. Entonces el Tribunal, en base a la Ley del Tribunal Supremo Admi-
nistrativo, mandó al Ministerio dictar un acto sobre las pretensiones de los
demandantes en un plazo de dos meses (parágrafos 15 y 33). Sin embargo,
emergería una cuestión de Derecho civil. En concreto, el Ministerio orde-
naría al Registro regional determinar la titularidad del derecho de propie-
dad de la finca en cuestión, basándose en una carta recibida en 1997 por
un particular en la que se decía que el padre del demandante no era pro-
pietario en el momento de la expropiación, sino arrendatario. Ello entor-
pecería el derecho de los demandantes a obtener un acto por el que se de-
clarase la nulidad de la expropiación.

Argumentación del TEDH

El Gobierno alegaría que el procedimiento no concernía derechos civi-
les de los demandantes, en el sentido del artículo 6 del Convenio, ya que
no demostraron que su predecesor legal fuese propietario en el momento
de la expropiación. Los demandantes, por su parte, dirán que no consta la
interposición de demanda alguna poniendo en cuestión la titularidad de la
propiedad y, por consiguiente, no había ninguna resolución judicial en ese
sentido. Por otra parte, el Registro de la Propiedad fue destruido durante
la Segunda Guerra Mundial, con lo que no se podía probar por esta vía la
titularidad del derecho de propiedad. Pedirán, en fin, que se les reconozca
la violación del derecho a un proceso equitativo de acuerdo con el artículo
6 CEDH, como consecuencia de la no declaración, por inactividad, de la
nulidad de pleno derecho de la expropiación.

El Tribunal, en primer lugar, en torno a la cuestión de la existencia de
un derecho de carácter civil, argumentará que las dudas del Ministerio en
torno a la titularidad del derecho de propiedad se basan en un documento
privado. Por el contrario, no existe demanda ni decisión judicial alguna
que pongan en entredicho la titularidad del predecesor del demandante.
Por ello, no debe cuestionarse que el padre del demandante sea el expro-
piado. A continuación destaca que los demandantes han solicitado la de-
claración de nulidad de una expropiación realizada contraviniendo la ley,
tras la aparición de nuevos documentos. Como la declaración de nulidad
de la expropiación podría significar el derecho de los demandantes a recla-
mar la restitución de la propiedad o de una justa indemnización, no se
puede negar la importancia de este litigio desde el punto de vista del ar-
tículo 6 del Convenio. A mayor abundamiento, destacará que el artículo 6
es aplicable a los procedimientos mediante los que se persigue la declara-
ción de nulidad de pleno derecho de un acto administrativo. 
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Por otro lado, el Tribunal señala que los problemas sobre los que trata
este caso tienen que ver con el proceso de transición del antiguo sistema
comunista y su régimen de propiedad a uno compatible con el principio de
legalidad. Si bien, dice el Tribunal, el Convenio no puede ser interpretado
en el sentido de imponer una obligación general a los Estados contratantes
de restituir la propiedad que se les transfirió antes de la ratificación del
Convenio, una vez que un Estado contratante decide establecer procedi-
mientos legales, no queda exento de las garantías que proporciona el Con-
venio, en particular el artículo 6 CEDH (parágrafo 53).

Decisión

El Tribunal, teniendo en cuenta que el procedimiento comenzó en 1990
y que todavía los demandantes no han obtenido una decisión sobre sus
pretensiones, siendo infructuosos sus esfuerzos, en primer lugar, por la
inactividad de la Administración y, en segundo lugar, por la paralización
del proceso como consecuencia de la emergencia de una cuestión de Dere-
cho civil en una fase tardía del procedimiento, entiende que la duración
global del proceso ha excedido el límite de lo que se considera razonable.
Por ello, concluye, se ha violado el derecho a un proceso equitativo (art. 6
CEDH). El reconocimiento de la violación irá acompañado de una indem-
nización por daños no pecuniarios de 5.500 €.

III. RESPETO DE LOS BIENES. EXPROPIACIÓN FORZOSA: LAS EXPROPIACIONES

URGENTES TAMBIÉN DEBEN SOMETERSE AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD

Uno de los institutos más polémicos del Derecho público español ac-
tual es, sin lugar a dudas, la expropiación forzosa. El vivo debate en torno
a esta institución central se debe a la aplicación (o inaplicación, según los
casos) del régimen legal previsto7. Parece que otros países de nuestro en-
torno también presentan deficiencias en este tema. Me refiero, en concre-
to, a Italia. 

La jurisprudencia de Estrasburgo viene dando noticia en los últimos
tiempos de supuestos de hecho coincidentes en torno a la denominada «ex-
propiación urgente» en nuestro país vecino. Este procedimiento, que como
en España parece que se da con más frecuencia de lo debido, presenta una
problemática específica fruto de la perversión del sistema promovida por
una línea jurisprudencial del Tribunal de Casación en su sentencia 1464/
1983. Lo ejemplificaré a través del caso La Rosa y Alba c. Italia (núm. 8), de
15 de julio de 20058.
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7 Véase la contundente crítica de Tomás-Ramón FERNÁNDEZ al funcionamiento del ac-
tual sistema de expropiación forzosa, en su trabajo «Por una nueva Ley de expropiación
forzosa y un nuevo sistema de determinación del justiprecio», publicado en el núm. 166 de
esta REVISTA.

8 Sobre expropiación urgente en el ordenamiento español, véase, por ejemplo, Eduardo



Hechos y Derecho interno aplicable

El 12 de abril de 1983, el Consejo municipal de Caltagirone adoptó un
proyecto de construcción de una carretera que afectaría a las propiedades
de los demandantes. Por Acuerdo de 19 de junio de 1983, el alcalde autori-
zaría la ocupación urgente de la propiedad de los demandantes por un pe-
riodo máximo de tres años a contar desde la ocupación material, en vistas
de su expropiación por causa de utilidad pública. El 30 de agosto de 1983,
la Administración procedió a la ocupación material de la propiedad y em-
pezó las obras de construcción. El 30 de agosto de 1986 finalizaría el plazo
de ocupación autorizado. 

Los demandantes interpusieron una demanda de daños y perjuicios
contra el Ayuntamiento ante el Tribunal Civil de Caltagirone el 25 de mar-
zo de 1987, alegando que la ocupación de la propiedad fue ilegal al haber-
se prolongado más allá de lo autorizado y que las obras de construcción de
la carretera finalizaron sin que se procediese a una expropiación formal de
la propiedad ni al pago de una indemnización. Al dictar el TEDH esta sen-
tencia, los demandantes todavía no habían obtenido una decisión del Tri-
bunal interno.

De acuerdo con el Derecho italiano, el procedimiento de la expropia-
ción urgente permite a la Administración ocupar una propiedad y cons-
truir antes de la expropiación formal. Una vez que las obras son declaradas
de utilidad pública y el proyecto de construcción adoptado, la Administra-
ción puede decretar la ocupación de urgencia de las zonas a expropiar por
una duración máxima de cinco años. El decreto deviene caduco si la ocu-
pación material de la propiedad no ha tenido lugar en los tres meses si-
guientes a su aprobación. Antes de que termine el plazo de ocupación au-
torizado se debe adoptar un decreto de expropiación formal. Igualmente,
la ocupación autorizada de una propiedad da derecho a una indemniza-
ción de ocupación. El Tribunal Constitucional ha reconocido (sentencia
470/1990) el derecho de acceso inmediato a un Tribunal para reclamar la
indemnización de ocupación desde que la propiedad ha sido materialmen-
te ocupada, sin necesidad de esperar a que la Adminsitración realice una
oferta de indemnización. 

Subsumiendo el supuesto de hecho en esta norma, observamos clara-
mente que no se ha cumplido con lo legalmente establecido. Sin embargo,
el Gobierno italiano no participará de esta opinión al comprobar que este
caso encaja en otra solución dada por el Tribunal de Casación italiano. En
efecto, si bien la Ley aplicable establece un procedimiento específico para
las expropiaciones que deben realizarse con mayor celeridad en base a un
interés público acuciante, una línea jurisprudencial facilitará el trabajo de
la Administración tolerando y dando por buena la omisión del procedi-
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miento, máxima garantía del administrado. Me refiero a la sentencia del
Tribunal de Casación 1464/1983. Este órgano jurisdiccional, ante las masi-
vas ocupaciones de terrenos —con la finalidad de realizar obras públicas—
que realizaron las Administraciones locales durante los años setenta sin
que fuesen seguidas de decretos de expropiación, decidió consolidar esos
casos, de tal manera que desde el momento en que la obra pública hubiese
sido realizada se consideraba que los propietarios eran privados de sus
bienes. Así se consagró el denominado principio de la expropiación indi-
recta, también llamado occupazione acquisitiva o accessione invertita. El
antiguo propietario tendría derecho a reclamar una indemnización por da-
ños y perjuicios en un plazo de cinco años desde la transformación defini-
tiva de su propiedad. La motivación que se dio para justificar esta solución
sería, como no es difícil imaginar, la prevalencia del interés público sobre
el interés individual. 

Los Tribunales italianos han reafirmado hasta hoy este principio, de tal
manera que ha funcionado como Ley aplicable. Se ha desplazado, por lo
tanto, la Ley por lo previsto en la decisión del Tribunal de Casación. Parece
que el Gobierno italiano ha comprobado igualmente la gran utilidad de
este principio para el funcionamiento de la Administración, aun en perjui-
cio de los administrados, y lo ha introducido en el procedimiento de expro-
piación, si bien no se trata de una expropiación propiamente dicha pues,
como hemos señalado, ignora cualquier procedimiento (Decreto Presiden-
cial núm. 327, de 8 de junio de 2001, modificado por el Decreto Legislativo
núm. 302, de 27 de diciembre de 2002, sobre el procedimiento de expro-
piación). No obstante, esta modificación legislativa no se aplica a las ocu-
paciones anteriores a 1996, con lo que no se aplica a este caso. Ello no im-
pedirá que el Gobierno italiano, en su defensa, argumente que la privación
del derecho de propiedad de los demandantes se ha hecho conforme a la
ley, otorgando a una decisión jurisprudencial el valor que tendría en el De-
recho anglosajón.

Argumentación del TEDH

El Tribunal de Estrasburgo comenzará su línea de razonamiento indi-
cando que, frente a la alegación del Gobierno de no agotamiento de la vía
interna, entra a conocer habida cuenta que el proceso ante la jurisdicción
italiana se encuentra todavía en primera instancia (recordemos que los de-
mandantes interpusieron recurso en 1987). 

El Tribunal constatará que las partes están de acuerdo al considerar
que se ha producido una privación de un derecho. Los demandantes ale-
garán, en este sentido, que han perdido la disponibilidad de los bienes,
produciéndose, por tanto, una expropiación de hecho. Para el Gobierno,
sin embargo, se tenía que considerar que los demandantes habían sido
privados de sus bienes desde el momento en que los mismos se hubiesen
transformado irreversiblemente, si bien desde un punto de vista formal
continuaban siendo propietarios hasta que una sentencia declarase la
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transferencia de la propiedad en beneficio del Estado. Estrasburgo argu-
mentará que para determinar si ha habido una privación de los bienes de
conformidad con el artículo 1 del Protocolo adicional núm. 1 CEDH se
debe examinar no sólo si ha habido una desposesión o expropiación for-
mal, sino analizar la realidad de la situación litigiosa más allá de las apa-
riencias. En esta línea recordará que el Convenio protege derechos concre-
tos y efectivos, por lo que se deberá tener en consideración si nos
encontramos ante una expropiación de hecho. A continuación, siguiendo
la lectura del antedicho precepto, recalcará que cualquier injerencia en el
derecho de propiedad debe ser legal, esto es, debe estar prevista en una ley
suficientemente accesible, precisa y previsible. No en vano el principio de
legalidad es uno de los principios fundamentales de toda sociedad demo-
crática e inherente a los artículos del Convenio. 

Aplicando estos principios al caso concreto, el Tribunal constata que
los demandantes perdieron la disponibilidad de sus propiedades en 1983 y
que se transformaron de una manera irreversible en 1985, cumpliéndose el
plazo de ocupación autorizada en 1986, en defecto de un acto formal de
transmisión de la propiedad y de una sentencia en la que se declare que se
ha producido tal transmisión. Por ello, el Tribunal estimará que la pérdida
de toda disponibilidad de la propiedad, combinada con la imposibilidad de
remediar la situación, han implicado una expropiación de hecho incompa-
tible con el derecho al repeto de sus bienes, por lo que se considera que se
ha violado el artículo 1 del Protocolo adicional núm. 1. Dos supuestos de
hecho similares en Colacrai c. Italia (núm. 2), del mismo día que la senten-
cia aquí comentada, y Acciardi y Campagna c. Italia, de 19 de mayo de 2005.
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